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Providencia:


Sentencia de 7 de noviembre de 2018
Radicación Nro.

66001-31-05-003-2017-00499-01

Proceso


Ordinario Laboral

Demandante:


José Hernando Calle Pinzón    
Demandado:


Colpensiones 
Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Tercero Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL / FECHA DE ESTRUCTURACIÓN / EN CASO DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS / NO LA DETERMINA LA FECHA DE OCURRENCIA DEL HECHO O DE PRESENTACIÓN DEL PRIMER SÍNTOMA.

Ha manifestado la Corte Constitucional por medio de la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta más precisamente en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas degenerativas y congénitas. 

En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

… considero que el análisis efectuado por la Jueza de instancia se ajusta a los lineamientos trazados por la Corte Constitucional para establecer la fecha en la que se estructuró la invalidez del actor, pues tuvo en cuenta las afecciones que aquel viene padeciendo desde el año 2005, tanto en su columna como en sus miembros inferiores, mismas que derivaron en su imposibilidad de continuar trabajando desde el año 2009
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, siete de noviembre de dos mil dieciocho, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 14 de junio de 2018 dentro del proceso que le promueve el señor JOSÉ HERNANDO CALLE PINZÓN, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2017-00499-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor José Hernando Calle Pinzón que la justicia laboral declare que la fecha de estructuración de su estado invalidante, es el 31 de marzo de 2011 y con base en ello, aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de invalidez a partir de esa calenda, junto con los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Mediante dictamen emitido el 11 de julio de 2016, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, se determinó que tiene una pérdida de capacidad laboral del 50,89% de origen común estructurada el 11 de agosto de 2015; por medio de la resolución SUB 15983 de 22 de  marzo de 2017 Colpensiones le negó la pensión de invalidez por no tener la densidad de semanas exigidas para ello dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de su invalidez; la última cotización al sistema la realizó el 31 de marzo de 2011, fecha para la cual ya padecía restricción de movilidad de columna dorsolumbar, deficiencia para la marcha y rotoescoliosis lumbar.

Al dar respuesta a la demanda –fls.120 a 126- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos de la demanda antes relacionados, salvo lo concerniente a las patologías sufridas por el actor. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Buena fe”.

En sentencia de 14 de junio de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que según la historia clínica del accionante, desde el año 2005 él ha venido presentando un problema en sus miembros inferiores, que le han generado dificultad en el movimiento y permanente dolor que le ha venido afectando y limitando en su capacidad laboral, tanto así que luego de tratamientos, medicamentos y terapias, se concluyó que debido a la afectación en su columna, no iba a tener una respuesta favorable en su recuperación, antecedentes todos que se encuentran plasmados en la calificación de PCL, sin embargo, consideró que el último antecedente que incidió en su condición salud y su actividad laboral, se presentó en la valoración del 23 de diciembre de 2009, cuando éste indicó que debido a sus patologías, no podía continuar trabajando, calenda a partir de la cual encontró estructurada su invalidez, no obstante, como en la demanda se peticionó que la misma fuera fijada hasta el momento en que dejó de cotizar al sistema, esto es, el 31 de marzo de 2011, a ello accedió, argumentando además que hasta dicha calenda efectivamente, había llegado su capacidad y fuerza de trabajo, suspendiendo así los aportes al sistema de seguridad social. 
Así las cosas, modificada la fecha de estructuración de su invalidez y como quiera que el actor tiene una PCL superior al 50% de origen común, encontró que cumplía con los presupuestos exigidos en la Ley 860 de 2003, que modificó el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, para acceder a la prestación económica reclamada, a partir del 1º de abril de 2011, en cuantía del SMLMV, por 13 meses y condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a pagar a favor del accionante un retroactivo pensional hasta el 31 de mayo de 2018 en la suma de $59.230.596, sobre el cual autorizó el descuento del 12% correspondiente a los aportes en salud. 

Inconforme con la decisión, la entidad accionada interpuso recurso de apelación manifestando que el actor no cumplió con la densidad de semanas exigidas por la Ley que se encontraba vigente para la fecha en que se estructuró su estado invalidante según el dictamen emitido el 11 de julio de 2016, motivo por el cual no tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez. 

Frente a la sentencia de primer grado, se dispuso igualmente el grado jurisdiccional de consulta a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Hay lugar a fijar como fecha de pérdida de la capacidad laboral del señor José Hernando Calle Pinzón una anterior al 11 de agosto de 2015?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho el demandante a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS.

Ha manifestado la Corte Constitucional por medio de la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta más precisamente en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas degenerativas y congénitas. 

En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.

EL CASO CONCRETO

Ninguna controversia existe en cuanto a que el señor José Hernando Calle Pinzón, durante los 3 años anteriores a la fecha de estructuración de su invalidez, no efectuó ninguna cotización al sistema, debiéndose analizar lo referente a la modificación de la fecha de estructuración de su estado invalidante, para así determinar si puede acceder a la pensión de invalidez a que fuera condenada la Administradora Colombiana de Pensiones en primera instancia, dado que frente a esa decisión, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta. 

En ese aspecto, sea lo primero manifestar, que en el expediente reposa el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda –fls.13 a 17-, en el que se determinó que el señor José Hernando Calle Pinzón tiene una PCL del 50,89% de origen común y estructurada el 11 de agosto de 2015.

Para arribar a esa conclusión, se tuvo en cuenta la información contenida en la historia clínica allegada por el actor, la anamnesis, exámenes de Rayos X, valoración por Neurología y el dictamen emitido el 5 de septiembre de 2014 por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en la que se determinó que el accionante tenía una PCL de 45,66% de origen común y fecha de estructuración 26 de julio de 2013.

Así las cosas, en el acápite de anamnesis de la nueva calificación efectuada el 11 de julio de 2016, se consignó: “Paciente con lumbalgia, trastorno depresivo, gonartrosis, gastritis y secuelas accidente en dedos mano derecha. Últimamente ha estado con dolor y limitación funcional de los hombros y presentando cuadros de diarrea frecuentes”. (Sub lineado fuera del texto original) y como “Resumen de información clínica más reciente”, se relacionaron los siguientes exámenes:
“16 diciembre 2011. RX columna lumbosacra. Espondilo artropatía degenerativa severa multisegmentaria especialmente L2-L3.

14 diciembre 2011. Neurólogo. No hay pendiente tratamiento médico quirúrgico o de rehabilitación integral. Pronóstico malo.

8 noviembre 2013. Radiografía panorámica de columna (goniometría u ortograma). Conclusión: Espondilo artropatía degenerativa de la columna dorso lumbar. Cambios degenerativos discales L2-L3, L3-L4, Anterolistesis grado I de L5 sobre S1 sin lisis ístmica.

18 marzo 2013. RX rodilla derecha. Estructuras óseas disminuidas de densidad, leve disminución del espacio articular femorotibial, formación osteofitaria en el aspecto medial del cóndilo y platillo tibial medial escleroso subcondral (artrosis de la patelofemoral con pérdida completa de la articulación, esclerosis de los platillos tibiales y espinas tibiliales afiliadas)”.
Con fundamento en lo anterior, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, indicó como análisis y conclusiones, que el señor José Hernando Calle Pinzón había dejado de trabajar hacía unos 4 años por problemas de salud; que para efectos de determinar la PCL tuvo en cuenta otras múltiples patologías que se habían omitido y; que “La fecha de estructuración no corresponde al inicio del cuadro nosológico, sino al momento en que las complicaciones de dichas patologías permiten incrementar la PCL hasta alcanzar el estado de invalidez; que en este caso se logra al sumar la patología de ambos hombros según hallazgos de la ecografía bilateral de hombros con fecha 11 de agosto de 2015”.

De lo anterior se puede colegir, que en el primer dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, de fecha 5 de septiembre de 2014 y que fue referenciado en el experticio objeto de análisis, dicho organismo encontró que las patologías que presentaba el señor José Hernando Calle Pinzón para esa calenda y que fueron calificadas como degenerativas y progresivas, no tenían la virtualidad de generarle un estado invalidante, situación que conllevó a que se determinara su PCL en un 45,66%.

Ahora, para la nueva calificación, se tuvieron en cuenta esas mismas patologías y exámenes, según se colige de lo consignado en el resumen de información de historia clínica reciente –fl.14-, más los conceptos médicos y exámenes diagnósticos practicados con posterioridad al 5 de septiembre de 2014, tales como:

1. US (Ultrasonido) Hombro del 11 agosto 2015, que arrojó como resultado cambios de tipo osteoartrósico bilateral, ruptura parcial del manguito rotador derecho, tendinitis del manguito rotados izquierdo.

2. RX Columna lumbosacra, del 9 de octubre de 2015, mediante la cual se evidenció que existía deformación osteofitaria en el aspecto anterior de los cuerpos vertebrales, desplazamiento anterior de L4L5 de aproximadamente 6 mm, rotoesoliosis lumbar derecho GIII.

3. Concepto por Ortopedia del El 30 de noviembre de 2015 en que se tuvo como diagnóstico, espondilopatía no especificada, otras gonartrósis primarias.

4. El examen físico realizado al actor el 11 de mayo de 2015 por la especialidad de Medicina Laboral del organismo calificador.
Lo anterior significa, que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, tuvo en cuenta una nueva patología sufrida por el accionante, consistente en “cambios de tipo osteoartrósico bilateral, ruptura parcial del manguito rotador derecho, tendinitis del manguito rotador izquierdo”, la cual fue confirmada mediante el US de hombros realizado el 11 de agosto de 2015, padecimiento que fue el que generó el incremento de la pérdida de capacidad laboral del actor, hasta alcanzar el estado de invalidez que finalmente se determinó en un 50,89%.

Es que de no contabilizarse los porcentajes de deficiencia por restricción de movilidad de ambos hombros, concretada para el 11 de agosto de 2015, conforme a la metodología para la determinación del grado final de la misma, aplicando la fórmula de combinación de valores de Balthazar, contenida en el Manual Único para la Calificación de Pérdida de Capacidad Laboral y Ocupacional: 

A + (100 -  A) x B 

 

100
Solo se obtendría un porcentaje final de deficiencia correspondiente a las demás patologías de 20,48%, que sumado al 6,30% de discapacidad y 17% de minusvalía, arrojarían una PCL de 43,78%, es decir, inferior a la exigida por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993 para considerar al señor José Hernando Calle Pinzón una persona inválida.
En ese orden de ideas, no existen fundamentos para modificar la fecha de estructuración determinada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, en el dictamen emitido el 11 de julio de 2016, porque como se vio, la patología que generó ese incremento en el porcentaje de la PCL del actor, fue la relacionada con sus hombros y como del material probatorio que obra en el expediente, no se evidencia que el señor José Hernando Calle Pinzón, hubiera consultado por dolor o molestias en sus hombros con anterioridad al 11 de agosto de 2015, para así fijar una fecha diferente, y si bien el día 24 de julio de 2008 cuando acudió a Consulta Externa en la ESE Hospital Santa Ana de Guatica Risaralda referenció “mucho dolor en piernas y hombro” –fl.60-, por esa dolencia no tiene referencia posterior en la historia clínica que obra en el expediente, hasta el punto que según el dictamen de la Junta Regional de Invalidez –fl 14- solo aparece reporte de la especialidad “US de hombros” de 11 de agosto de 2015 que da cuenta de “Cambios de tipo osteoartrósico bilateral, ruptura parcial de manguito rotador derecho, tendinitis del manguito rotador izquierdo” que precisamente tiene en cuenta para concretar la invalidez y fijar la fecha de estructuración de la misma.
Bajo tales circunstancias, considera la Sala que erró la a-quo al modificar la fecha de estructuración por lo antes anotado y adicionalmente, porque contrario a lo indicado en sus argumentos, el actor no perdió su capacidad o fuerza para trabajar el día 31 de marzo de 2011, fecha de su última cotización al sistema, pues de la historia laboral visible a folios 18 a 22 del expediente, específicamente del Detalle de Pagos Efectuados a partir del 1995, se observa que éste efectuó aportes hasta el mes de enero de 2012, sin embargo no se tuvieron en cuenta porque superó el límite de edad para beneficiarse del Programa de Subsidios al Aporte en Pensión -65 años-.
En ese orden de ideas, al mantenerse la fecha de estructuración de la PCL del actor, se tiene que éste no cumple con los requisitos para acceder a la pensión de invalidez que reclama, pues como se advirtió anteriormente, entre el 11 de agosto de 2012 y la misma fecha del año 2015, no efectuó ninguna cotización al sistema, según su historia laboral, por lo que habrá de revocarse la sentencia de primera instancia, para en su lugar, denegar las pretensiones de la demanda.  
Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE
PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 14 de junio de 2018, para en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas de ambas instancias a la parte actora.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN









  Salva voto

Providencia: 


Sentencia del 7 de noviembre de 2018
Radicación No.:


66001-31-05-001-2017-00041-01
Proceso:


Ordinario laboral 

Demandante:


José Hernando Calle Pinzón
Demandado:


Colpensiones 
Magistrado ponente:

Dr. Julio César Salazar Muñoz 
Magistrada que salva voto:
Dra. Ana Lucia Caicedo Calderón

SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto que salvo mi voto frente a la decisión mayoritaria por cuanto considero que el análisis efectuado por la Jueza de instancia se ajusta a los lineamientos trazados por la Corte Constitucional para establecer la fecha en la que se estructuró la invalidez del actor, pues tuvo en cuenta las afecciones que aquel viene padeciendo desde el año 2005, tanto en su columna como en sus miembros inferiores, mismas que derivaron en su imposibilidad de continuar trabajando desde el año 2009.

A mi juicio, el alcance que se da la jurisprudencia de la Corte Constitucional en el fallo de segunda instancia es sesgado y se empeña en encontrar elementos con los cuales dar al traste con el derecho perseguido, sin tener en cuenta los parámetros establecidos en la sentencia SU-588 de 2016.

En estos breves términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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